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León, Guanajuato, a 5 cinco de marzo del año 2010 dos mil diez. . . . .   
V i s t o s  los autos del proceso administrativo identificado con el número 330/2009-JN, promovido por el ciudadano Alonso Flores Anguiano, y,. . . . . . .  

C O N S I D E R A N D O :

SEGUNDO.- La demanda fue presentada oportunamente dentro de los 30 treinta días hábiles siguientes a la fecha en que el ciudadano Alonso Flores Anguiano se ostentó sabedor del acto; ya que señala que tuvo conocimiento el   28 veintiocho de octubre del 2009, dos mil nueve; sin que de las constancias que integran la presente causa administrativa se desprenda lo contrario. . . . . . . . . . . . . 
TERCERO.- La existencia del acto impugnado, consistente en la resolución de fecha 23 veintitrés de septiembre del 2009 dos mil nueve, dictada dentro del expediente administrativo número DP 284/2006 (doscientos ochenta y cuatro diagonal dos mil seis); se encuentra acreditada en autos con el original que fue ofrecido y admitido como prueba al actor (visible en copia certificada a fojas 31 treinta y uno a 33 treinta tres de autos); y que merece pleno valor probatorio, conforme lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, al ser emitido por el entonces Director General de Protección al Ambiente, ahora Director General de Medio Ambiente Sustentable en el ejercicio de sus funciones públicas y reconocido por él mismo, al contestar la demanda. . . .  

CUARTO.- Este Juzgador, en cumplimiento a lo establecido en la fracción I del Artículo 299 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, procede a fijar clara y precisamente los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . .

Del escrito de demanda y de las constancias que integran la presente causa administrativa, se desprende que la autoridad demandada,  a consecuencia de una denuncia popular, con fecha 23 de octubre del año 2006, dos mil seis, dictó la orden de verificación número 284/2006 (visible en copia certificada 14 catorce) al taller de carpintería propiedad del actor, ubicado en calle Cortázar 211-B, de la colonia Moderna de esta ciudad, llevándose a cabo dicha verificación el 31 treinta y uno de octubre de ese mismo año, analizándose los niveles de ruido emitidos en dicho establecimiento, según consta en el acta de dicha verificación palpable a fojas 16 dieciséis a 19 diecinueve; posteriormente, con fecha 24 veinticuatro de noviembre de 2006 dos mil seis, mediante el oficio número PAyDS/VN/1794/2006, se dictaron medidas técnicas; que a efecto de verificar el cumplimiento de dichas medidas, dentro del expediente DP/284/2006, con fecha 16 dieciséis de enero de 2007 dos mil siete se emitió la orden de inspección, número 012/2007, cumplimentándose la misma, previo citatorio, el día 19 diecinueve del mismo mes y año; para finalmente dictarse la resolución que ahora se impugna, el 23 veintitrés de octubre del 2009, dos mil nueve; en la que se le impuso al actor una multa por la cantidad de $3,117.00 (Tres mil ciento diecisiete pesos 00/100 moneda nacional) (documentales que pueden ser consultadas en autos a fojas 21 veintiuno, 22 veintidós, 23 veintitrés, 25 veinticinco a 29 veintinueve y 31 treinta y uno a 33 treinta y tres); considerando el actor que esta última resulta ilegal, al basarse en un procedimiento administrativo plagado de vicios en las visitas realizadas, tales como, entre otros aspectos, el no haber designado testigos; así como a que en la visita de verificación no se señalaron los lugares precisos en los que se hizo la medición de ruido y, que en la visita de inspección, que no se respetó la hora del día en que se le citó para la práctica de una diligencia, constituyendo ello los puntos controvertidos en la presente causa administrativa. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

QUINTO.- Por cuestión de orden público y, por ende de estudio preferente, sea que las partes las hagan valer o que de oficio se adviertan, se procede al análisis de las causales de improcedencia y sobreseimiento previstas en los artículos 261 y 262 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En la presente causa administrativa, la autoridad demandada hace valer la causal de improcedencia prevista en la fracción VII del artículo 261 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa  para el Estado y los Municipios de Guanajuato, en relación con el artículo 265 fracción VII del mismo ordenamiento, al referir que en lo esencial, no expresa ningún agravio. . . . . . . . . . 

No se actualiza la causal de improcedencia en razón de que el actor sí planteó conceptos de impugnación en su escrito de demanda; los que deben analizarse al resolverse la cuestión de fondo del asunto, para determinar si los mismos son eficaces para los efectos pretendidos por el impetrante del proceso; razón por la que no puede afirmarse válidamente que no se hayan expresado conceptos de impugnación. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SEXTO.- Al no haber procedido la causal de improcedencia hecha valer por la demandada y no advertirse la actualización de alguna otra, que impida el estudio de fondo del presente asunto, se procede a analizar los conceptos de impugnación planteados por el actor en su demanda. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Hecha la precisión anterior, de los conceptos de impugnación esgrimidos por el actor, este Juzgador se avocará al estudio de aquél que se considera trascendental para emitir la presente sentencia, como lo es el primero, en sus incisos a) y b); sin necesidad de transcribirlo, ni los restantes argumentos vertidos como conceptos de impugnación, de acuerdo con el criterio sostenido por la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . 

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS. El hecho de que el Juez Federal no transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.” SEGUNDO TRIBUNAL COLEGIADO DEL SEXTO CIRCUITO. No. Registro: 196,477. Jurisprudencia, Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. VII, Abril de 1998, Tesis: VI.2o. J/129. Página: 599. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Así las cosas, en el  inciso a) del primer concepto de impugnación, el actor señala: “En la visita de fecha 31 de Octubre de 2006 del inspector………..nunca se establece en su actuación los lugares precisos en los que según su decir se realizaban las mediciones, y consecuentemente el Director……..no puede de ninguna manera subsanar tal omisión en el oficio número PAyDS/VN/1794/2006………asentando, hasta ahora, que se había tomado como zona critica ‘….afuera del domicilio lado norte, cortina de acceso abierta…..’, nunca se estableció así por el inspector actuante, al igual que tampoco se estableció siquiera el tipo de olores o emisiones contaminantes……” para concluir diciendo: “Traigo nuevamente a colación, que el inspector comisionado no requirió ni nombró ningún testigo de su actuación, violando con ello lo dispuesto por el artículo 126 del Reglamento Municipal para el control de la Calidad Ambiental…….”. . . . . 


Por su parte, al contestar la demanda, la demandada sobre el primer concepto de impugnación, sólo lo refuta diciendo: “Primero y Cuarto.- Son inoperantes los conceptos de impugnación que se pudieran desprender del escrito inicial de demanda, toda vez que no señala con precisión los agravios o conceptos de impugnación, por que no refiere ninguno el actor…….”. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .


Así las cosas, respecto de lo argumentado por el actor, este juzgador considera que como concepto de impugnación es infundado, puesto que contrario a lo manifestado por el actor, acerca de que en el acta levantada, el inspector no estableció los lugares precisos en que se realizaron las mediciones de ruido en el establecimiento visitado; este juzgador advierte que en el acta de verificación de fecha 31 treinta y uno de octubre del año 2006, dos mil seis, sí se anotó por el inspector actuante que se había tomado como zona crítica, el exterior del domicilio, hacia el lado norte, con la cortina de acceso abierta; como se desprende de la propia acta de verificación señalada, en su pagina 2 dos, inciso C), denominado “Descripción del problema”; (visible en autos de la presente causa administrativa a foja 17 diecisiete), donde se consigna: “Al momento de la visita………zona critica lado norte las cortina del establecimiento abierta.” Acta que aportada en copia al carbón por el actor, le fue admitida como prueba la que merece pleno valor probatorio, por ser un documento público expedido por un servidor público en ejerció de sus funciones. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Es por ello que carece de razón el actor al decir que nunca se estableció tal aspecto por el inspector, pues consta fehacientemente que sí se hizo así, por lo que la autoridad demandada no subsanó ninguna omisión en el oficio número PAyDS/VN/1794/2006, de fecha 24 veinticuatro de noviembre del año 2006, dos mil seis. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Ahora bien, respecto a que en la visita de verificación no se designó ningún testigo de asistencia; este juzgador estima que también es infundado dicho planteamiento; toda vez que si bien es cierto que no se señalaron testigos en la diligencia de la visita de verificación a que se ha hecho referencia; también lo es que tal aspecto no constituye un requisito para la visita señalada, según se desprende del contenido de los artículos 117 al 119 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato;  -preceptos que se refieren a la manera de desahogar la visita de verificación que deriva de una denuncia popular, que es el caso del expediente administrativo número DP 284/2006 (doscientos ochenta y cuatro diagonal dos mil seis), no se desprende que exista el requisito y obligación de desarrollar la visita de verificación ante la presencia de 2 dos testigos, toda vez que el objeto de dicha visita, es simplemente el corroborar los datos que el denunciante haya aportado, integrándose por parte del personal autorizado para la práctica de la visita, una cédula informativa en la que se registrarán los hechos, actos y omisiones que haya observado, de ahí que se considere infundado el concepto de impugnación en el aspecto analizado. . . . .

Ahora bien, en el inciso b) del primer concepto de impugnación y, en relación al acta circunstanciada de la visita de inspección, (practicada el 19 diecinueve de enero del 2007 dos mil siete), misma que sirve de sustento a la resolución materia de la litis en la presente causa administrativa, al actor argumenta, en una primera parte: “b).-Por lo que se refiere a……..se me deja citatorio para que le espere el día 19 del mismo mes y año, a hora precisa, las 12.30 horas, sin que se asentase constancia respecto a cumplirse el término de 24 horas que contempla el artículo 125 del Reglamento Municipal para el control de la Calidad Ambiental……al igual…….produce flagrante violación a lo establecido por el artículo 126 del mismo Reglamento…..pues el inspector nunca designa a los dos testigos de asistencia que el precepto refiere, y dice designar solo uno de ellos, sin asentar razón o motivo por el que hubiere prescindido del restante o faltante”. .  . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .
Este Juzgador estima que esa parte del concepto de impugnación en estudio es infundado por un lado, y fundado por otro. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Es infundado, pues contrario a lo aseverado por el actor, en el citatorio de fecha 18 dieciocho de enero de 2007, dos mil siete, mismo que ofrecido por el actor en original, le fue admitido como prueba de su intención y al cual se le da pleno valor probatorio por ser un documento público; el inspector actuante observa el contenido del tercer párrafo, del artículo 125 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, pues en dicho citatorio en su extremo superior derecho, en el rubro “Asunto” consigna claramente lo siguiente: “Citatorio para diligencia en 24 hrs”, de ahí que se considere infundado el concepto de impugnación en el sentido de que no se asienta constancia respecto del término de 24 veinticuatro horas. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   
Por otra parte, es fundado, pues como efectivamente lo dice el actor, de la lectura del acta de inspección levantada el día 19 diecinueve de enero de 2007, dos mil siete, documental que merece pleno valor probatorio de conformidad con lo dispuesto en los artículos 78 y 121 del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, por tratarse de un documento público expedido por el inspector adscrito, en ejercicio de sus funciones-, se desprende que efectivamente se viola el contenido del artículo 126 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, puesto que la visita se desarrolló ante la presencia de un solo testigo -señor Luis Ernesto Torres Sánchez- siendo que el dispositivo legal antes mencionado establece: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
“ARTÍCULO 126. Al inicio de la diligencia se requerirá a la persona con la que esta se entienda, para que designe dos testigos que deberán estar presentes durante el desarrollo de la misma. En caso de negativa o ausencia de aquellos, el personal de inspección hará la designación.” . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
Dispositivo legal del que, congruente con lo establecido por la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, la que en su artículo 16 prevé los requisitos que deben llenar las visitas de inspección; en una armónica interpretación, se entiende que, para el desarrollo de una inspección se debe contar con la asistencia o presencia invariablemente, de dos testigos ya sea nombrados por quien atienda la diligencia o bien, ante la ausencia o negativa, por el personal actuante, toda vez que este último no cuenta con fe pública, por lo que necesita de la intervención de los testigos para que la diligencia respectiva tenga validez; luego entonces, la responsabilidad de que intervengan dos testigos en la diligencia recae en el o los inspectores y no en la persona con quien se entiende la misma. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Por ello, resulta ilegal y carente de validez, el acta de visita de inspección practicada por el inspector adscrito a la Dirección General de Protección al Ambiente, Alfonso Segundo Álvarez Velázquez, en fecha 19 diecinueve de enero de 2007, dos mil siete, dentro del expediente DP 284/2006 (doscientos ochenta y cuatro diagonal dos mil seis); puesto que si durante el desarrollo de la visita, el visitado solamente ejerció su derecho fundamental, al designar un solo testigo; entonces, el inspector actuante en cumplimiento del dispositivo legal aludido, debió hacer constar lo anterior y proceder a designar al segundo testigo, para efecto de dar validez a la diligencia; por lo que en el caso concreto, si la visita de inspección no se hizo de esta manera, y se aprecia que solamente se señaló que el visitado designó a un testigo y colocó unas líneas sobre los espacios respectivos del segundo, se traduce en que la inspección se desarrolló con una violación substancial del procedimiento; pues la necesidad y la importancia de que toda acta de inspección se realice en presencia de 2 dos testigos, como ya se señaló, no radica en la mera formulación de requisitos o reglas, sino que la asistencia de los testigos en la visita, es lo que da validez a lo actuado ya que, como ya se señaló anteriormente, los inspectores carecen de fe pública. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

Sirve de apoyo a lo anterior, por analogía, el criterio que sostiene nuestro máximo Tribunal en el país, en la siguiente jurisprudencia: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

VISITAS DOMICILIARIAS, ACTAS LEVANTADAS CON MOTIVO DE LAS.- Para que las actas relativas a las visitas domiciliarias practicadas por la autoridad administrativa tengan validez y eficacia probatoria en juicio, es necesario que satisfagan la exigencia establecida por el artículo 16 constitucional, consistente en haber sido levantadas en presencia de dos testigos propuestos por el ocupante del lugar visitado o, en su ausencia o negativa, por la autoridad que practique la diligencia. Sexta Época: Sexta Época. No. Registro: 911054. Instancia: Segunda Sala. Jurisprudencia. Fuente: Apéndice 2000. Tomo III, Administrativa, Jurisprudencia SCJN. Materia(s): Administrativa. Tesis:     121. Página:   135. . . . . . 

Aunado a lo anterior, en una segunda parte del primer concepto de impugnación contenido en el inciso b) del escrito de demanda, el actor arguye: “Como refiero…..la obligación de realizar la diligencia a la hora previamente fijada, el practicante llega tarde y la inicia, injustificadamente, 10 minutos después de lo señalado en su citatorio, a las 12.40 horas, sin darme oportunidad de audiencia ni defensa, pues yo me había marchado del lugar unos dos minutos antes, considerando que ya no acudiría………” 

Concepto de impugnación que para este juzgador resulta fundado, toda vez que es cierto que, al dejarse el citatorio el día 18 dieciocho de enero del 2007, dos mil siete, el inspector señaló que el actor lo esperara al día siguiente, a las 12:30 doce horas con treinta minutos; (visible el citatorio a foja 23 veintitrés del presente expediente); resultando que la visita de inspección inició, al día siguiente, pero a las 12:40 doce horas con cuarenta minutos, tal y como consta el acta que de la misma se levantó, lo que se traduce sin duda alguna en que el inspector no acudió al domicilio en la hora que él mismo indicó, por lo que al haberla practicada  fuera de esa hora, violenta el contenido del último párrafo del artículo 125 del Reglamento Municipal para el Control de la Calidad Ambiental en León, Guanajuato, en el sentido de que, al haberse dejado citatorio, la diligencia se practicará al día siguiente y en la hora previamente fijada, por lo que al no haberse practicado así y sin la asistencia de dos testigos, deviene que la visita sea ilegal al no haberse observado para su práctica, los requisitos formales exigidos por el Reglamento Municipal previamente citado. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .   

Es por lo antes razonado, que se llega a la conclusión de que si la visita de inspección practicada con fecha 19 diecinueve de enero de 2007, dos mil siete,  dentro del expediente administrativo número DP/284/2006 (doscientos ochenta y cuatro diagonal dos mil seis), es ilegal; en consecuencia, también lo son todos los efectos y actos jurídicos que de ella emanen, luego entonces, también resulta ilegal la resolución, materia de la presente causa administrativa, pues el acta de dicha visita es inepta para fundamentar  y motivar la resolución materia de la litis, en la que se le impuso, al ciudadano Alonso Flores Anguiano, una multa por la cantidad de $3,117.00 (Tres mil ciento diecisiete pesos 00/100 moneda nacional) por lo que procede decretar su nulidad total  ya que dicha multa no se encuentra debidamente fundada y motivada; así como porque existen vicios en el procedimiento administrativo que le precedió. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
SÉPTIMO.- En virtud de que lo planteado en el primer concepto de impugnación analizado, en su inciso b), de los conceptos de impugnación, resultó fundado, y es suficiente para declarar la nulidad total del acto impugnado, resulta innecesario el estudio de los restantes conceptos de impugnación, ya que su análisis no afectaría el sentido de esta resolución. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

Sirve de apoyo a lo anterior la tesis de jurisprudencia que a la letra señala: . 

“CONCEPTOS DE VIOLACION. CUANDO SU ESTUDIO ES INNECESARIO. Si al considerarse fundado un concepto de violación ello trae como consecuencia la concesión del amparo, es innecesario analizar los restantes, ya que cualquiera que fuera el resultado de ese estudio, en nada variaría el sentido de la sentencia.” Segundo Tribunal Colegiado Del Quinto Circuito. No. Registro: 223,103. Jurisprudencia. Materia(s): Común. Octava Época. Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito. Fuente: Semanario Judicial de la Federación. I, Abril de 1991. Tesis: V.2o. J/7. Página: 86. Genealogía:  Gaceta número 40, Abril de 1991, página 125. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 


Por lo anteriormente expuesto, con fundamento en los preceptos invocados al principio de este Considerando, más lo establecido en los artículos 249, 287, 298, 299, 300, fracción II y 302, fracciones II y III, del Código de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado y los Municipios de Guanajuato, es de resolverse y se: . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 

R E S U E L V E :

SEGUNDO.- Procedió el proceso administrativo interpuesto. . . . . . . . . . 

TERCERO.-  Se decreta la nulidad total de la resolución de fecha 23 veintitrés de septiembre del 2009, dos mil nueve, dictada dentro del expediente administrativo número DP 284/2006 (doscientos ochenta y cuatro diagonal dos mil seis), por la que el Director General de Protección al Ambiente, ahora denominado Director General de Medio Ambiente Sustentable, impuso una multa al actor; de conformidad a las consideraciones lógicas y jurídicas expresadas en el considerando Sexto de la presente sentencia. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  
Notifíquese a la autoridad demandada por oficio y a la parte actora personalmente. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . .  

En su oportunidad, archívese este expediente, como asunto totalmente concluido y dése de baja en el Libro de Registros que se lleva para tal efecto. . . . . 
Así lo resolvió y firma el Licenciado Ernesto Alejandro Mora Álvarez, Juez Segundo Administrativo Municipal de León, Guanajuato, quien actúa asistido en forma legal con Secretaria de Estudio y Cuenta, la Licenciada María del Rocío Villanueva Sánchez, quien da fe. . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . . 
